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Capítulo 4.
LA PERSPECTIVA DE GÉNERO DEL CONFLICTO ARMADO: 

UNA REVISIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER7

 

La historia de la sociedad colombiana ha estado marcada de forma 
ineludible por una larga existencia de la violencia. Colombia luchó 
en el siglo XIX con ocho guerras civiles, catorce locales y dos guerras 
con Ecuador; para el siglo XX se presentó la guerra con Perú, levan-
tamientos populares, la violencia bipartidista en los años cuarenta y 
cincuenta de los liberales y conservadores y, por último, el período que 
comprende las organizaciones guerrilleras, los paramilitares y los gru-
pos de narcotráfico (Moncayo, 2015). Estos hechos trajeron para la po-
blación colombiana un conjunto de afectaciones que demandaron una 
intervención de entes nacionales e internacionales en aras de proteger 
y garantizar los derechos de la población civil colombiana (Naciones 
Unidas, 2011; Acosta y Idárraga, 2020).

Desde la elaboración de los Convenios de Ginebra (1949) y especial-
mente a través del artículo 3 que establece el trato con humanidad 
para aquellas personas no partícipes en las hostilidades presentadas 
en los conflictos, se comienza a dar prioridad a la población civil afec-
tada por los daños emanados de la guerra. De esta forma, se recono-
ce también a la mujer como objeto de especial protección, buscando 
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que “su persona, su honor, sus derechos familiares, sus convicciones 
y prácticas religiosas, sus hábitos y sus costumbres sean respetados” 
(Convenios de Ginebra, 1949, art. 27).

El conflicto armado en el contexto colombiano, con más de 50 años 
de historia, ha generado sobre la población civil todo tipo de actos 
que, sin distinción alguna, vulnera y violenta sus derechos, afectando 
principalmente niños, niñas, adolescentes y mujeres (Jiménez-Flórez 
y Barreto, 2018; Guzmán y Holá, 2019; Ayala y Osorio, 2016; Ayala, 
Rodríguez y Osorio, 2016). Este conflicto marcado por un extenso y 
fuerte enfrentamiento entre el gobierno y los grupos armados al mar-
gen de la ley, tuvo como principal resultado un conjunto de violaciones 
normativas, en especial al Derecho Internacional Humanitario (DIH), 
usado como arma de guerra para debilitar al otro (Trejos, 2011). La 
guerra con más de 50 años deja un amplio número de víctimas y un 
gran reto para el gobierno en su tarea de reparación integral por los 
daños generados.

El Registro Único de Víctimas (2020) hasta el 30 de junio de 2020, 
estima que 9.031.048 personas están reconocidas como víctimas. De 
esta cifra, el 50,3% (4.544.467) son mujeres que se encuentran regis-
tradas a partir de hechos victimizantes como acto terrorista, atenta-
dos, combates y hostigamientos, amenaza, delitos contra la libertad 
y la integridad sexual, desaparición forzada, desplazamiento forzado, 
homicidio, minas antipersonales y artefacto explosivo, secuestro, tor-
tura, abandono o despojo forzado de tierras, pérdida de bienes mue-
bles o inmuebles. Es importante considerar que el número de víctimas 
registradas, es un dato dinámico, pues aún en el posconflicto, sigue 
aumentando el registro de víctimas. Estos números aproximados re-
flejan los efectos adversos de la guerra sobre la mujer en materia de 
derechos humanos y en salud mental.
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Metodología

El conflicto armado ha dejado a una población colombiana vulnerable 
y violentada en sus derechos humanos, obteniendo como resultado 
hasta la fecha más de nueve millones de afectados. No obstante, esta 
afectación ha presentado diferencias en cuanto al género, teniendo las 
mujeres que pagar un alto precio por su género en el contexto del 
conflicto armado. Así, se presenta un impacto desproporcionado del 
conflicto armado sobre la mujer por motivo de su género específico, 
violentando no solo su integridad física y psicológica, sino el rol so-
cial que desempeña (Ruíz y Valencia, 2016). Viéndose así la mujer 
expuesta a hechos como el desplazamiento forzado, violencia sexual, 
secuestro, tortura, desaparición forzada, entre otras. Para analizar los 
efectos diferenciales del conflicto armado sobre la mujer y la necesi-
dad de una protección a sus derechos, se planteó una doble pregunta 
orientadora del texto: ¿Qué papel cumple la normatividad colombiana 
en la protección de los derechos de las mujeres víctimas del conflicto 
armado? y ¿Qué secuelas en salud mental ha ocasionado el conflicto 
armado en las mujeres víctimas?

El presente texto se llevó a cabo a través de un estudio documental o 
bibliográfico y de análisis de información, logrando la recopilación de 
datos para el análisis, revisión e interpretación que permitiera la com-
prensión del fenómeno de estudio (Ramírez y Zwerg, 2012). Tancara 
(1993) define el estudio documental como una “serie de métodos y 
técnicas de búsqueda, procesamiento y almacenamiento de la infor-
mación contenida en los documentos, en primera instancia, y la pre-
sentación sistemática, coherente y suficientemente argumentada de 
nueva información en un documento científico, en segunda instancia” 
(p. 94). De esta forma, para el cumplimiento de la metodología y la 
recopilación de información, se utilizaron bases de datos como Sco-
pus, ScienceDirect, Dialnet, Redalyc, SciELO. También se utilizaron 
fuentes de información oficiales como Amnistía Internacional, Corte 
Constitucional de Colombia, Naciones Unidas, Congreso de la Repú-
blica, Registro Único de Víctimas, Organización Mundial de la Salud, 
Instituto Nacional de Salud, Observatorio Nacional de Salud, entre 
otros organismos que expiden informes y documentos oficiales.
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La recolección de información se realizó bajo las siguientes temáticas: 
conflicto armado colombiano, derechos humanos de la mujer, violen-
cia contra la mujer, violencia sexual, violencia en el conflicto armado, 
normatividades nacionales e internacionales sobre la violencia contra 
la mujer, normatividades sobre la protección de los derechos humanos 
de la mujer en el conflicto armado, afectaciones del conflicto armado 
en la mujer, enfoque diferencial, salud mental en víctimas del conflic-
to, oferta institucional a mujeres víctimas y efectos psicológicos del 
conflicto armado en la mujer víctima. Con el análisis de los documen-
tos recogidos se sistematizó la información en tres apartados: 1. La 
mujer en el conflicto armado colombiano, 2. Normatividad frente a la VCM en el 
marco del conflicto armado y 3. Salud mental: secuelas en mujeres víctimas del 
conflicto armado.
 

La mujer en el conflicto armado colombiano

La Organización de las Naciones Unidas (1993) define la violencia 
contra la mujer (en adelante VCM) como cualquier acto de violencia 
de género, que pueda resultar, o tenga como resultado, un daño físi-
co, sexual o psicológico a la mujer; definición que engloba amenazas 
propias de estos actos, la coacción o la privación de la libertad de ma-
nera arbitraria, tanto si son ejercidas en la vida pública como en la 
privada. La VCM, además de ser una manifestación de desigualdad, es 
un mecanismo de control y subordinación, al igual que una forma de 
castigo, dependiendo de la motivación del agresor o los agresores. Esta 
VCM “se ejerce, la mayoría de las veces, desde un poder construido 
sobre la figura simbólica de la autoridad, asumida naturalmente como 
propiedad masculina” (Bedoya, 2019, p. 312). Resulta importante re-
saltar que, las mujeres están expuestas a muchos posibles agresores, 
entre estos, los padres u otros familiares, el esposo o pareja, vecinos, 
profesores, oficiales de policía, soldados y otros empleados del estado 
(Watts y Zimmerman, 2002).

Por su parte, la Organización Mundial de la Salud (2013), indica que 
la VCM representa un grave problema de salud pública, así como una 
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violación de los derechos humanos de las mujeres. La VCM desde una 
mirada psicosocial, está relacionada con el interés de convertirlas en 
instrumentos que faciliten el mantenimiento del orden; utilizando su 
sufrimiento para dar ejemplo, es decir, que el padecimiento de las mu-
jeres es un mecanismo de intimidación, que permite a los agresores a 
través del temor garantizar la instauración de la violencia y la impuni-
dad (Barros y Rojas, 2015; Insuasty et al., 2010). Además de ser viola-
das, humilladas y privadas de su libertad, las mujeres deben convivir 
con el dolor causado por el reclutamiento, tortura y homicidio de sus 
familiares y allegados (Suárez, 2015).

Los derechos de las mujeres son completamente ignorados por los 
victimarios y no son totalmente garantizados por parte del Estado, en 
un país que además de estar regulado por una estructura patriarcal, 
vive una guerra interna; caracterizada por las acciones de los grupos 
armados contra las mujeres. El abuso sexual es utilizado como 
arma de guerra y las mujeres son tomadas como parte del botín; 
causando perjuicios físicos y psicológicos, que en muchos casos 
llegan a provocar daños irreversibles, como el homicidio. Uno de 
los fines de la violencia sexual en el conflicto armado es humillar 
al adversario, atentando contra su honor a través del cuerpo de 
su esposa, hija o hermana (Vargas, 2018). Circunstancias como la 
incapacidad de situar a la mujer en una posición social de igualdad 
en derechos, los estereotipos de margen discriminatorio contra la 
mujer y la concepción de superioridad culturalmente asociada al 
género masculino, han incrementado de manera considerable, la 
vulnerabilidad de la mujer frente a la violencia sexual (Fiscó, 2015).

La legislación existente en Colombia, no es suficiente para proteger a 
las mujeres de los actos que vulneran su integridad; especialmente en 
el marco del conflicto armado, donde las mujeres han sido víctimas 
de todo tipo de atrocidades. A pesar de los planes de reparación y las 
rutas de atención, no deja de haber revictimización en las mujeres que 
han tenido que abandonar sus tierras, replantear sus vidas, aprender 
a vivir con cicatrices ocasionadas por quienes deciden tomar sus cuer-
pos para ejercer autoridad y enfrentarse a un mundo desconocido. En 
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él las mujeres se mantienen en una posición de desventaja y viven con 
miedo; además de la ausencia de garantías en relación a la “no repe-
tición”. Sin dejar de lado que un número significativo de agresores 
obtienen impunidad (Cadavid, 2014; Vargas, 2018).

La violencia contra la mujer supone un reto tanto en la cotidianidad 
como en el conflicto y el posconflicto, tal como lo plantea Vargas 
(2018), en un contexto en que las mujeres son víctimas de una cons-
tante violación a sus derechos y los agresores tienen alto grado de 
impunidad, deben ejercerse acciones para la reparación de víctimas y 
la garantía de la no repetición. Adicionalmente, es necesario dar voz a 
las mujeres víctimas, quienes en múltiples ocasiones evitan denunciar 
los abusos por miedo, perpetuando la impunidad; hecho que también 
se presenta por temor a la humillación, normalización de la violencia e 
incluso temor a ser asesinadas. Los líderes sociales y lideresas, sufren 
todos estos ataques, además de revictimización y multi-victimización, 
teniéndose en cuenta las amenazas y ataques a sus familias. Las lide-
resas también suelen ser afectadas por la violencia sexual (Cadavid, 
2014; Vargas, 2018).

La guerra ha propiciado una legitimación sobre la apropiación del 
cuerpo de la mujer que ha representado una mayor vulnerabilidad 
frente a la violencia sexual. Esto se suma a la problemática de los esca-
sos reportes que se realizan sobre la violencia, en especial la violencia 
sexual, ocasionando así un efecto de ceguera social que contribuye a 
la impunidad y a la persistencia de dichos delitos (Fiscó, 2005). Esta 
privación de autonomía que ejerce el conflicto armado sobre la mu-
jer y que favorece la idea de apropiación y control sobre su cuerpo 
y conducta, se refleja en situaciones como la esclavitud sexual, las 
agresiones sexuales, la anticoncepción forzada y los abortos forzados 
(Amnistía Internacional, 2004). De esta forma, con la naturalización 
de la violencia y la carencia de datos y registros acerca de la violencia 
contra la mujer en el conflicto armado, se obstaculizan las demandas 
de verdad, justicia y reparación integral de las víctimas (Fernández y 
González, 2019).
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La violencia contra la mujer tiene un amplio espectro de actos que 
atentan contra su integridad y desarrollo; en el marco del conflicto 
armado; partiendo de una encuesta realizadas por la ONG Casa de la 
mujer (2010-2015) y un estudio realizado por Suárez (2015), pueden 
identificarse los siguientes tipos:

Regulación de la vida social

• Acoso sexual
• Violación
• Servicios domésticos forzados
• Abortos forzados
• Prostitución forzada
• Embarazos forzados
• Esterilización forzada
• Persecución por relaciones sentimentales, reales o presuntas, con 

algún miembro de un grupo armado
• Pertenencia a organizaciones sociales y comunitarias de mujeres
• Reclutamiento propio o de familiares

Adicionalmente, Suárez (2015) expone otras formas de violencia y 
violación de los derechos humanos, las cuales están presentes desde 
la infancia. Por ejemplo, no acceder a la educación y ser sometidas a 
trabajar desde edades muy tempranas; bien sea por necesidad o por ser 
consideradas no aptas para la oportunidad. Asimismo, son víctimas 
de violencia psicológica, con el fin de obtener control total sobre cada 
aspecto de su vida. La violencia económica es otra forma de violencia 
presente en la vida de las mujeres víctimas del conflicto armado; como 
consecuencia del desplazamiento forzado aparecen la mendicidad, ex-
clusión y miseria económica.

Normatividad frente a la VCM en el marco del conflicto armado

La Corte Constitucional de Colombia (2008), para para la protección 
de los derechos de las mujeres en el desplazamiento forzado, emite el 



Juan Fernando León Cano, Valeria de los Ángeles Agámez Llanos y Edward Javier Ordóñez

120

Auto 092 de 2008, en el que determina diez factores de riesgo a los 
que se expone la mujer por razón de su género en el contexto del 
conflicto armado. Estos riesgos incluyen: violencia, abuso y explotación 
sexual; explotación o esclavización para que ejerzan labores domésticas; 
reclutamiento forzado de sus hijos e hijas; riesgos derivados del 
contacto o de relaciones familiares o personales con integrantes 
de grupos armados ilegales y estatales; los riesgos derivados de su 
pertenencia a organizaciones sociales y de su labor en promoción de los 
derechos humanos; el riesgo de persecución y asesinato por el control 
coercitivo del comportamiento público y privado implementado por los 
grupos armados; asesinato o desaparición de su red de apoyo material, 
económico y social; despojamiento de sus tierras; riesgos derivados 
de la discriminación y vulnerabilidad; y la pérdida de su compañero 
o proveedor económico durante el desplazamiento. Esta resolución 
dictada por la Corte Constitucional deja en evidencia la vulnerabilidad 
de la mujer por su condición de género en el conflicto armado, plantando 
necesidades ante la protección inmediata de entes gubernamentales, 
internacionales, leyes, normas y demás, que protejan y hagan efectivo el 
goce de los derechos humanos de las mujeres en situación de conflicto.

En 2008, el Congreso de la República expidió la Ley 1257 de 2008, cuya 
finalidad es garantizar a todas las mujeres una vida libre de violencia 
y el ejercicio de los derechos reconocidos en el marco normativo 
nacional e internacional. En el artículo 2º de esta misma Ley, la VCM es 
definida como cualquier acto que, por acción u omisión, pueda causar 
muerte, daño o padecimiento físico, sexual, psicológico, económico o 
patrimonial por su condición de mujer, al igual que las amenazas de 
estos actos, la coacción o la privación de la libertad, tanto en el ámbito 
público como en el privado.

El segundo principio de la Ley 1257 de 2008, recalca que los derechos de 
las mujeres son Derechos Humanos; y, en el artículo 7º, es establecido 
que además de los derechos reconocidos nacional e internacionalmente, 
las mujeres tienen derecho a una vida digna, a la integridad física, 
psicológica y sexual, a no ser sometidas a tortura o tratos crueles y 
degradantes, a la libertad y autonomía, a la igualdad real y efectiva, a 
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la intimidad, a la salud, a la salud sexual y reproductiva, a la seguridad 
social y al libre desarrollo de la personalidad.

La Ley 906 de 2004, en el Artículo 11º dedicado a los derechos de las 
víctimas, decreta que el Estado estará encargado de garantizar que las 
víctimas accedan a la administración de justicia. Con el fin de lograr lo 
establecido, se reconocen, entre otros, los siguientes derechos: trato 
humano y digno; protección y garantía de seguridad para la víctima, 
su familia y testigos a favor; reparación de daños; y derecho a ser 
escuchada y a que se le facilite la obtención de pruebas. 

A través del artículo 15º, la Ley 360 de 1997, se reconocen los derechos 
de las víctimas de delitos que atenten contra la dignidad humana y la 
libertad sexual, declarando que, toda persona víctima de un delito de 
este tipo tiene derecho a un trato digno, privacidad y respeto durante 
cualquier procedimiento con fines médicos, legales o de asistencia 
social. Además, tiene derecho a la información, en relación a los 
procedimientos legales y los servicios de los que puede disponer para 
cubrir las necesidades ocasionadas por el delito. Asimismo, tendrá 
gratuidad en los servicios de consejería y orientación, tanto para sí como 
para su familia; y esta estará vigente en los exámenes y tratamientos 
para trauma físico y emocional, y los de prevención de enfermedades 
venéreas. También habrá gratuidad para la recopilación de evidencia 
médica legal y recibir información sobre una posible indemnización a 
raíz de los perjuicios ocasionados por el delito.

Los derechos de las víctimas reconocidos en el artículo 15º de la 
Ley 360 de 1997 y el artículo 11º de la Ley 906 de 2004, deben ser 
cumplidos y respetados, junto a los establecidos en el artículo 8º de 
la Ley 1257 de 2008. Este último adiciona, entre otros, los derechos 
a: recibir atención integral, suficiente y de calidad; la posibilidad 
de ordenar al agresor cubrir los gastos de asesoramiento jurídico, 
orientación y asistencia, que deben darse desde el momento en que 
el hecho se ponga en conocimiento de la autoridad, aunque, esta 
atención también es gratuita; recibir información clara, oportuna 
y veraz en relación a sus derechos; dar consentimiento informado 
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para los exámenes médico-legales en los casos de violencia sexual, y 
elegir el sexo de la persona que lo practica, dentro de las posibilidades 
ofrecidas por el servicio. De igual manera, se reconoce el derecho a 
recibir atención especializada e integral para las mujeres víctimas y 
sus hijos e hijas, sea médica, psicológica, psiquiátrica y/o forense; así 
como el acceso a los mecanismos de protección.

Velando por el desarrollo integral de las víctimas, el artículo 23 de la 
Ley 1719 de 2014 y el artículo 13 de la Ley 1257 de 2008, se enfocan 
en la atención en salud, la cual es gratuita para las víctimas de violencia 
sexual; planteándose en el artículo 23 de la Ley 1719 que, las víctimas 
de violencia sexual tendrán atención prioritaria, sin importar el tiempo 
transcurrido entre el evento y la denuncia. Mientras, en el artículo 13 
de la Ley 1257, son recalcadas las obligaciones de las instituciones 
prestadoras de los servicios de salud, debiendo crearse o actualizarse 
protocolos y guías de actuación, tanto para las instituciones como 
para el personal encargado de la atención; para esto, deben tenerse 
en cuenta los planes nacionales y territoriales. Además, deberán 
respetarse las decisiones que las mujeres tomen sobre sus derechos 
sexuales y reproductivos.

Las víctimas de violencia sexual, también tienen derecho a atención 
psicosocial; el artículo 23 de la Ley 1719 de 2014, establece en relación 
a esto, la importancia de dar atención desde el momento en que se 
conoce el acto, sin ningún impedimento económico o de tiempo. 
El Sistema de Seguridad Social en Salud, debe contar con personal 
especializado que pueda dar atención integral a las víctimas; además, 
implementar programas que motiven a las víctimas de violencia sexual 
con ocasión del conflicto armado, a exigir sus derechos, y buscar 
verdad, justicia y reparación.

Como garantía del cumplimiento de los derechos de las víctimas, en 
el artículo 9º de la Ley 1257 de 2008, son establecidas medidas de 
sensibilización y prevención, que rigen a las autoridades encargadas 
de la formulación e implementación de políticas públicas; ordenando 
el reconocimiento de diferencias y desigualdades sociales, como el 



LA PERSPECTIVA DE GÉNERO DEL CONFLICTO ARMADO: 
UNA REVISIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

123

sexo, edad, etnia y rol en la familia y grupo social. Adicionalmente, 
en el artículo 25 de la Ley 1719 de 2014, son decretadas medidas 
de reparación para las víctimas de violencia sexual, entre las cuales 
son incluidas: medidas de restitución, indemnización, satisfacción, 
rehabilitación y garantías de no repetición a cargo del responsable del 
delito. Para la reparación deberán escucharse las pretensiones de la 
víctima o su representante legal.

El gobierno colombiano con el fin de resaltar y de hacer efectivo el goce 
de los derechos de las víctimas y de reparar el daño generado por el 
conflicto, presenta distintas normas, leyes, decretos, autos y sentencias 
para el establecimiento de una justicia transicional. La promulgación de 
la Ley 975 (2005) o Ley de Justicia y Paz que buscó facilitar el proceso de 
desmovilización de grupos armados al margen de la ley, intentó también, 
al respecto de las víctimas, hacer valer los derechos a la verdad, justicia 
y reparación. Así, esta Ley fue un acercamiento a la atención integral 
de las víctimas del conflicto armado, que años después iba a tomar 
forma mediante la Ley 1448 o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. 
Esta última mediante medidas judiciales, administrativas, sociales y 
económicas, individuales y colectivas, busca dignificar a las víctimas 
mediante el goce efectivo y pleno de sus derechos, destacando la garantía 
de no repetición (Ley 1448, 2011, art. 1). Además, en el artículo 13 se 
reconoce que existen poblaciones con características particulares que 
requieren especiales medidas de protección y de garantía por los riesgos 
a los que se expone, de esta forma, establece un enfoque diferencial en 
cuanto a edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad 
(Ley 1448, 2011, art. 13).

La implementación de un enfoque diferencial y de género en leyes 
que amparan a las víctimas para el restablecimiento de sus derechos 
resulta fundamental en el camino del posconflicto El desarrollo de un 
marco legislativo y de políticas públicas, muestra los intentos del go-
bierno colombiano por proteger y atender a la población afectada y 
vulnerada en sus derechos humanos por un conflicto armado interno. 
Sin embargo, son acciones insuficientes e ineficaces para reparar el 
daño provocado, situación que posibilita la revictimización, especial-
mente en las mujeres víctimas (Atencio, 2020).
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Salud mental: secuelas en mujeres víctimas del conflicto armado

A través de la Ley 1616 (2013) se declara a la salud mental como un 
derecho de la población colombiana y lo define en el artículo 3 como: 

Un estado dinámico que se expresa en la vida cotidiana a través del 
comportamiento y la interacción de manera tal que permite a los suje-
tos individuales y colectivos desplegar sus recursos emocionales, cog-
nitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para trabajar, 
para establecer relaciones significativas y para contribuir a la comuni-
dad (Ley 1616, 2013, art. 3).

Además, en esta Ley, se reconoce al Estado como el garante de la pro-
moción de la salud mental, prevención, atención, diagnóstico, trata-
miento y rehabilitación de trastornos mentales.

El conflicto armado colombiano ha causado sobre la población civil 
daños desmesurados donde la salud mental se ha visto comprometida, 
lo cual ha hecho que los actos de violencia que afectan a nivel indi-
vidual, familiar y colectivo, aumenten las probabilidades del trauma 
psicológico (Rodríguez, De La Torre y Miranda, 2002). Estos factores 
de salud mental y conflicto armado, presentan una relación estrecha; 
según el Instituto Nacional de Salud y el Observatorio Nacional de 
Salud (2017), existe mayor prevalencia de trastornos mentales en per-
sonas expuestas al conflicto, presentando altos índices en trastornos 
de ansiedad, depresión y sentimientos de angustia. 

Los daños y consecuencias derivados de la guerra han sido diferencia-
les cuando se trata del género, esto se evidencia no solo en materia 
de derechos humanos, sino también en el impacto desproporcionado 
sobre la salud emocional y reproductiva de las mujeres en paralelo 
al experimentado por los hombres (Consejería en Proyectos, 2006). 
Estas afectaciones dadas en el marco del conflicto armado no deben li-
mitarse únicamente a la violencia física, para Andrade, Alvis, Jiménez, 
Redondo y Rodríguez (2016) es crucial tener en cuenta para el análisis 
de las secuelas de la guerra, “aspectos simbólicos, psicológicos, imagi-
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narios sociales, resistencias, representaciones, e indicadores sociocul-
turales de legitimación/deslegitimación de la violencia, que dan forma 
a estados alterados de conciencia, problemas psicológicos y dilemas 
existenciales a causa del conflicto armado” (p. 46).

Las víctimas además de tener que soportar la violencia ocasionada por 
la guerra, también deben luchar con las consecuencias derivadas, las 
cuales comprometen su proceso de integración social, que a su vez 
obstaculiza su camino en la reconstrucción económica, emocional y 
social, agregado al estigma y discriminación que genera el padecimien-
to de un trastorno mental (Médicos Sin Fronteras, 2013). Los hechos 
victimizantes y sus consecuencias tienen una repercusión directa so-
bre la salud mental, estas personas víctimas muestran un mayor riesgo 
físico y emocional que la población general; además, presentan alte-
raciones en las actividades cotidianas, en el relacionamiento y en la 
participación social (Larizgoitia et al., 2011).

Las mujeres suelen tener un impacto distinto en cuanto a secuelas 
psicológicas, existiendo mayor riesgo de desarrollar trastornos 
mentales; los cuales repercuten en su cognición, principalmente en la 
capacidad de concentración, atención, memoria y en el sueño (Puertas, 
Ríos y Del Valle, 2006). Las víctimas del conflicto armado viven 
situaciones en las que son testigos de asesinatos, torturas, encierros, 
reclutamientos forzados, amenazas constantes, violaciones a sus 
cuerpos, a su derechos y pérdidas materiales y culturales; vivenciar 
estas situaciones, pone a la víctima en un momento crítico, en el que 
los eventos pueden superan su capacidad de afrontamiento (Grupo de 
Memoria Histórica, 2013).

El trastorno de estrés postraumático, es uno de los diagnósticos más 
comunes en las mujeres y niñas víctimas de violencia sexual (OMS, 
2013), también está presente de manera significativa en comunida-
des que viven violencia constante (Campos, 2016). En el marco del 
conflicto armado, muchas mujeres han tenido que lidiar con vivir en 
un entorno violento, que las subordina y utiliza, además de un sin 
número de ataques a su integridad y dignidad. Enfrentar eventos de 
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tal magnitud, crea heridas emocionales que al no ser intervenidas se 
transforman en graves secuelas que deterioran la salud mental (Vás-
quez-Campos et al., 2018). En consecuencia, las víctimas del conflicto 
armado reportan emociones como la rabia, impotencia, culpa, que evi-
dencian la afectación emocional y psicológica; manifestadas a través de 
somatizaciones, trastornos depresivos y de angustia, y alteraciones del 
sueño (Grupo de Memoria Histórica, 2013).

Múltiples estudios sugieren la existencia de una relación entre la 
violencia sexual y el desarrollo de trastornos mentales, por ejemplo, 
Jonas et al. (2007), plantean una relación entre el consumo de 
sustancias psicoactivas y el abuso sexual. Por otro lado, un estudio 
realizado por López et al. (2017), relaciona los abusos sexuales 
sufridos en la infancia-adolescencia, con disfunciones sexuales en 
la adultez, disfrute de la actividad sexual, problemas de confianza y 
dificultad para relacionarse; tema que cobra relevancia al tenerse 
en cuenta que, durante el conflicto armado las víctimas de VCM no 
siempre son mujeres adultas, pues la exposición a ataques sexuales se 
da desde edades muy tempranas.

Diversos estudios han buscado estimar la dimensión del daño produc-
to de la exposición al conflicto armado en relación a la salud mental. 
Se ha encontrado una importante presencia de síntomas emocionales 
y trastornos mentales en las víctimas, altos niveles de sufrimiento psí-
quico y también mayor discapacidad y menor calidad de vida que la po-
blación general (Cudris et al., 2019; Campo, Sanabria, Ospino, Guerra 
y Caamaño, 2017; Londoño, Romero y Casas, 2012; Larizgoitia et al., 
2011). Las secuelas en las mujeres son diferentes en relación con los 
hombres, puesto que presentan mayor afectación a nivel emocional, 
social y económico (Andrade, Alvis, Jiménez, Redondo y Rodríguez, 
2017). Las afectaciones se ven reflejadas en la transformación del mie-
do utilizado como protector a un pánico paralizante, la desconfianza 
dificulta las relaciones con los demás y el proceso socialización; estas 
consecuencias provocan en las mujeres víctimas, una desconexión del 
mundo social y una angustia constante por lo vivido (Centro Nacional 
de Memoria Histórica, 2011).
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Conclusiones

El presente estudio reconoce la importancia del enfoque diferencial en 
el análisis de las consecuencias derivadas del conflicto armado. Esto 
da razón al impacto desproporcionado en materia de derechos huma-
nos y en salud mental, que ha tenido la violencia política sobre las 
mujeres. Estas afectaciones no se limitan a los ámbitos económicos y 
sociales, pues las vivencias traumáticas dejan huellas en lo emocional. 
Una violencia que es ejercida como estrategia de guerra para el control 
y poder social mediante acciones de intimidación y trasgresión de la 
integridad física y emocional a través de hechos victimizantes como la 
violencia, abuso y explotación sexual, embarazos y abortos forzados, 
tortura, esclavización, desplazamiento forzado, secuestro y homicidio.
 
Para la mujer, el conflicto armado supone cambios que pueden ir desde 
el lugar de residencia, hasta la reestructuración familiar. El tener que 
asumir roles como los cumplidos por su pareja o hijos, resulta doloro-
so –en un número significativo de casos–, considerando que algunas 
de las víctimas tienen que dejar a un lado sus costumbres y tradicio-
nes, para poder hacer frente a los nuevos retos. Aunque, es posible que 
las mujeres víctimas se sobrepongan a las situaciones sufridas, para 
aquellas cuya salud mental se ha visto mayormente comprometida, 
presentarán mayor dificultad, pues las heridas emocionales perduran; 
sobre todo cuando las garantías de reparación no son suficientes. 

El conflicto armado colombiano ha propiciado una normalización de 
la violencia, en especial de la violencia ejercida contra la mujer, hecho 
que ha sembrado inseguridades, desconfianza y desesperanza en la 
víctima en su intento de acudir a la justicia. Por lo cual, estos procesos 
legales no se efectúan suficientemente y la carencia de reportes sobre 
VCM terminan en el desafortunado hecho de impunidad que impide el 
proceso de restablecimiento de derechos y de goce efectivo a la verdad, 
justicia y reparación integral.

El desarrollo de una normatividad por parte del Estado colombiano 
para las mujeres víctimas, muestra su esfuerzo por cubrir necesidades 
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y proteger los derechos de una población vulnerable. Sin embargo, 
la existencia de la norma no es un indicador de cumplimiento, 
pues el marco legislativo presenta fallas para el debido ejercicio. 
Variables como la falta de voluntad política, insuficiencia de recursos 
destinados y el desconocimiento de las víctimas sobre sus derechos, 
impiden el acceso a una justicia reparadora. Esto expresa para el 
estado su incapacidad de actuar mediante un debido proceso, aunque 
cuente con un amplio espectro de leyes y normatividades que buscan 
respaldar a las víctimas.

Este panorama de la mujer en el marco del conflicto armado no es del 
todo negativo, su rol en la construcción de paz es indispensable. Dar 
participación a la mujer en el proceso de reparación, permite que a 
su vez recupere sus derechos políticos, sociales y culturales; además, 
crear alternativas de reparación desde narrativas propias con enfoque 
diferencial posibilita la dignificación del género, del cuerpo y de su 
posición en la sociedad. Esta participación social también debe ir di-
rigida a la transformación de las percepciones sobre la violencia, su 
normalización impide el establecimiento de una paz colectiva y sin 
revictimización.
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